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CONDENA ULTRA PETITA/ No se produce si la condena surgió de la interpretación de la demanda respecto de las reales pretensiones allí contenidas
“(…) al `Declarar que entre GLORIA INÉS RESTREPO OSSA y JOSÉ ELIÉCER ÚSUGA BERRÍO, existió una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes (…) el juez no reconoció en realidad pretensiones más allá de las contenidas en el libelo inicial, pues si bien en el acápite respectivo se solicitó que se declarara `… la unión marital de hecho en disolución y se ordene su liquidación´, de la interpretación sistemática del libelo y sus anexos resulta fácil colegir que se quería el reconocimiento de la sociedad patrimonial entre compañeros y la orden de su disolución y liquidación, todo lo cual se puede derivar de los hechos planteados (…)”
UNIÓN MARITAL DE HECHO/ Fecha de conformación y término para declarar la unión/ Convencimiento de la prueba documental y testimonial 

“(…) testigos, en especial los tres primeros, sin lugar a dudas, tienen un conocimiento completo e imparcial de los pormenores en que se desarrolló la relación de la pareja, son familiares cercanos que dan fe de la fecha en que en realidad inició la relación marital, su desarrollo y terminación, y lo que es más, convivieron cerca de la pareja en sus inicios, así que el peso que tienen es suficiente para dar fe de que en realidad la relación subsistió desde el año 1998, tal como se afirmó en la demanda y lo expuso la actora en su interrogatorio (…)”
“(…) el carné de afiliación al sistema de seguridad social en salud (…) devela que la señora Gloria Inés se encontraba afiliada a esa entidad en calidad de beneficiaria del demandado Jorge Eliécer Úsuga Berrío desde el 20 de marzo del año 2002, lo que denota una actitud concubinaria desde mucho antes y que no se había realizado por el simple hecho de que la demandante se encontraba laborando y fue cuando quedó cesante que se perfeccionó la afiliación (…)”

“Contraria es la situación con el material probatorio de la parte demandada, pues los testigos simplemente intentan ubicar con sus dichos el origen de la unión marital de hecho en el año 2002, aproximadamente para la época comprendida entre finales de ese año y principios del siguiente, afirmaciones que se ven frágiles e incoherentes, dado que en nada concuerdan con lo expuesto en la contestación de la demanda y en la declaración de parte dada por el señor Úsuga Berrío (…)”
(…) la unión marital de hecho surgió desde agosto de 1998 y se mantuvo hasta el 25 de enero de 2013 y, por lo mismo, durante ese lapso subsistió la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes en los términos del artículo 2º de la Ley 54 de 1990, modificado por la Ley 979 de 2005, ya que dicha unión se extendió por más de dos años (...)” 

Cita: Corte Constitucional, sentencia C-1083 de 2005.
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           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, agosto diez de dos mil dieciséis
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Acta No. 379 de agosto 10 de 2016
Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia del 20 de marzo de 2014, proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de esta ciudad en este proceso ordinario de existencia, de unión marital de hecho y la consecuente sociedad patrimonial, su disolución y liquidación, iniciado por Gloria Inés Restrepo Ossa contra Jorge Eliécer Úsuga Berrío. 
ANTECEDENTES

  



Asistida judicialmente, Gloria Inés Restrepo Ossa pidió que se declarara que entre ella y Jorge Eliécer Úsuga Berrío existió una unión marital de hecho entre agosto de 1998 y el 25 de enero de 2013, a consecuencia de la cual queda “en disolución y se ordene su liquidación”. 

 



Relató que entre las partes se constituyó una unión marital de hecho desde agosto de 1998 hasta el 25 de enero de 2013, fecha en la que se dio por terminada la relación por voluntad del demandado; no se suscribieron capitulaciones matrimoniales; durante la relación los compañeros trabajaron de común acuerdo, la señora Restrepo Ossa lo hizo inicialmente en COLPAPEL y luego en una papelería “… donde ambos compartieron el negocio y finalmente esta se dedicó a las labores del hogar, para atender a su compañero, siendo reconocidos por sus amigos, compañeros de trabajo y familiares como una pareja permanente, estable, amorosa y solidaria, por dicha razón el demandado afilió a su compañera a Salud Total en marzo 18 de 2002, fecha en que esta dejó de trabajar de manera dependiente”. Terminó señalando que ninguno de ellos tenía sociedad conyugal vigente que impidiera la conformación de la sociedad patrimonial. 

  



Se admitió la demanda el 7 de febrero de 2013 y se dispuso dar traslado al demandado. El señor Úsuga Berrío, por medio de procuradora judicial, le dio respuesta al libelo en la que aceptó unos hechos, negó otros y se opuso a lo pretendido; adicionalmente, propuso dos excepciones que denominó “EXIGENCIA DERECHO PATRIMONIAL NO EXISTENTE” y “COMPENSACIÓN”, basadas en el hecho de que el bien que posee su poderdante “… fue adquirido antes de la convivencia, es un bien propio (…), por lo tanto debe ser excluido de los bienes de la Sociedad Patrimonial de Hecho.”. Además, existe un bien de propiedad de la demandante que ha dejado por fuera, el cual fue adquirido antes de la unión marital. Así mismo, solicitó una compensación entre los gananciales, con base en los activos y pasivos cancelados por el demandado. 

Surtido el traslado de la excepción, admitida una reforma a la demanda, negada una excepción previa, realizada la audiencia de que trata el artículo 101 del C. de P. Civil, decretadas y practicadas las pruebas y corrida la oportunidad para alegar de conclusión, derecho del que hicieron uso ambas partes, se dictó sentencia que declaró la existencia de una sociedad patrimonial, “… en razón de haber existido una unión marital de hecho …”, entre agosto de 1998 y el 25 de enero de 2013, y la declaró disuelta y en estado de liquidación, a la vez que condenó en costas al demandado.

  



En síntesis, dijo el funcionario de primer grado que probada la relación marital entre la pareja, ella se inició en agosto de 1998, efecto para el cual descartó el grupo de testimonios que aportó el accionado debido a que “… tienen como común denominador, que la relación marital se inició entre finales de 2002 e inicios de 2003, las cuales despiertan sospechas, por existir un direccionamiento en ese sentido, máxime que entre esa época y la manifestada por el demandado, existe una diferencia de 5 meses, que resultan bien significativos, para la sinceridad de los testimonios.” Por el contrario, el acervo probatorio demuestra que se inició con antelación al año 2002 “De ahí que en razón de ello, tendrá que tenerse como tal, la suministrada en la demanda.”
Apeló la demandada; al sustentar alegó que el juez se extralimitó en su sentencia, pues en ningún momento se pidió la existencia de la sociedad patrimonial de hecho que él declaró; además, de las pruebas se extrae que la unión marital inició el 3 de marzo de 2002, fecha en la cual la incorpora y afilia como su compañera en el seguro social. Igualmente, solicitó el desembargo de los dineros de la cuenta de Fondo de Pensiones Obligatorias Porvenir. 
  



La parte demandante se pronunció y pidió que se confirme la providencia en su totalidad.
CONSIDERACIONES

  



1.
Ningún reparo cabe en este asunto sobre los presupuestos para la adecuada conformación del proceso; tampoco se vislumbra causal alguna de nulidad que pudiera dar al traste con el trámite. Por tanto, la decisión se adoptará de fondo.
   



2.
Se trata de definir la suerte de una pareja que, según la demanda, estuvo unida maritalmente entre 1998 y 2013, a lo que, como se verá y es uno de los asuntos centrales del debate, se opuso el demandado solo en cuanto tiene que ver con el extremo inicial de la relación. 
   



3.
Es diáfano que los supuestos de la unión marital de hecho, que se compendian en el artículo 1° de la Ley 54 de 1990, en virtud del cual, para todos los efectos civiles, se denomina tal la formada entre una pareja
 que, sin estar casados, hace una comunidad de vida permanente y singular, se cumplen en este caso, dado que así fue aceptado expresamente por la demandante y el demandado. 
    



Es decir, no es cuestión que se debata que entre Gloria Inés Restrepo Ossa y Jorge Eliécer Úsuga Berrío, existió la reclamada unión; tampoco que ella terminó el 25 de enero de 2013. En cambio sí se discute la fecha en que esa relación tuvo comienzo. 
En ese sentido, como se anotó, el Juzgado concluyó que entre Gloria Inés Restrepo Ossa y Jorge Eliécer Úsuga Berrío, Bibiana Andrea Acevedo Castaño y Carlos Ernesto Contreras Muñoz, existió una sociedad patrimonial entre agosto de 1998 y el 25 de enero de 2013 “… en razón de haber existido una unión marital de hecho por ese mismo tiempo.”; consecuencialmente,  declaró disuelta y en estado de liquidación dicha sociedad.

Frente a esa conclusión, es pertinente señalar que los problemas jurídicos que se deben dilucidar quedan circunscritos, según la sustentación de la alzada, a definir: i) si el fallo de primera instancia fue más allá de lo pedido por la parte demandante (ultra petita); y ii) cuál es la fecha de conformación, con vocación patrimonial, de la unión marital de hecho que se reconoció entre las partes.   

4.
Respecto de la primera cuestión se tiene que la teleología del principio de acceso a la justicia va dirigida no solo a que los ciudadanos puedan acudir ante la jurisdicción a solucionar sus controversias, sino a que estas sean resueltas con todas las garantías que el estado social de derecho prevé para tal fin. Una de esas garantías es la de la tutela judicial efectiva, que no es otra cosa que “la posibilidad reconocida a todas las personas residentes en Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en la leyes.”

Y para dar cabal cumplimiento a esa orden constitucional categórica, los jueces, unitarios o colegiados, deben hacer uso de las herramientas que les otorga el ordenamiento jurídico; una de ellas es la interpretación de la demanda, asunto sobre el que se ha insistido en que pasa de ser una opción a una obligación del director del proceso, como un mecanismo judicial encaminado a evitar que se desconozca la sustancia de los asuntos, so pretexto de hacer cumplir las formas.

En el caso de ahora, al “Declarar que entre GLORIA INÉS RESTREPO OSSA y JOSÉ ELIÉCER ÚSUGA BERRÍO, existió una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes …”, el juez no reconoció en realidad pretensiones más allá de las contenidas en el libelo inicial, pues si bien en el acápite respectivo se solicitó que se declarara “… la unión marital de hecho en disolución y se ordene su liquidación”, de la interpretación sistemática del libelo y sus anexos resulta fácil colegir que se quería el reconocimiento de la sociedad patrimonial entre compañeros y la orden de su disolución y liquidación, todo lo cual se puede derivar de los hechos planteados, por ejemplo, el cuarto, en el que se señala que  desde el inicio de la relación marital se formó una sociedad patrimonial; y en el quinto, en que se dice que la citada sociedad se terminó el 25 de enero de 2013. 
Dicho de otro modo, más parece un lapsus calami, pues es obvio que lo que se disuelve y liquida es la sociedad patrimonial, no la unión marital de hecho, que simplemente termina. 
Por lo demás, la Ley 54 de 1990 presume la existencia de la sociedad patrimonial entre compañeros cuando se acredita la unión marital por un lapso no inferior a dos años
, como aquí ocurre, aun si existe impedimento para contraer matrimonio, siempre que la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas antes de la fecha en que ella se inició. A este respecto, bien vale recordar que la Corte Suprema, de tiempo atrás, advirtió que no era necesaria la liquidación previa de una sociedad conyugal para que pudiera surgir la sociedad patrimonial de hecho, lo indispensable era la disolución
, como tampoco resulta indispensable esperar un año después de la disolución para la conformación de la comunidad patrimonial entre compañeros
, todo lo cual fue avalado por la Corte Constitucional
.




Lo que está demostrado en el proceso es que la sociedad conyugal que tenía conformada la demandante, se liquidó el 23 de junio de 1994 (f. 3, c. 5), y la del demandado, el 16 de julio de 1998 (f. 4, c. 5), así que cualquiera que fuera la fecha de partida que se acoja, esto es, el mes de agosto de 1998, según la demanda, o el mes de marzo de 2002, como se pregona ahora en la sustentación del recurso, son ambas posteriores a la disolución de aquellas. Por tanto, no tienen injerencia en el debate.
5.
Ahora, en lo referente a la fecha de conformación de la unión marital de hecho que se reconoció como existente entre las partes, caben varias reflexiones:

La primera tiene que ver con la afirmación que hace el funcionario de primer grado en el sentido de que como el demandado no logró demostrar que la unión inició en el mes de agosto de 2002 y en su lugar el acervo probatorio muestra que fue desde antes, debe acogerse la fecha suministrada en la demanda. Esto no es así, porque siguiendo la regla de la carga de la prueba, que le impone a cada parte demostrar los supuestos de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen (art. 177 C. de P. Civil, vigente para cuando se profirió el fallo, y que se mantiene en el artículo 167 del C.G.P.), es evidente que a la demandante le incumbía acreditar el extremo inicial, ya que el señor Úsuga Berrío  aceptó uno diferente. 
Si lo hizo o no, es lo que enseguida se analizará, partiendo desde ahora de una premisa clara: que desde los alegatos de conclusión, pasando por la sustentación del recurso, el demandado cambió su discurso sobre la fecha inicial, pues ahora ha aceptado sin ambages que la unión marital ocurrió desde el mes de marzo de 2002. 

En segundo lugar, si bien es cierto que para la existencia de la unión marital de hecho y su posterior declaración se requiere que haya mediado la voluntad de dos personas para hacer vida en comunidad, tal como lo manifiesta el recurrente, no es menos cierto que este elemento volitivo puede darse a conocer o exteriorizarse de manera expresa o tácita, mediante acciones que le permitan inferir a terceros su existencia.  

De las pruebas testimoniales legalmente recaudadas en la actuación, se colige a todas luces que los declarantes presentados por cada una de las partes tienen inclinada su impresión o idea de la génesis de la unión marital de hecho que existió entre las partes, hacia los dichos de cada una de ellas, sin embargo, como se verá, el grupo de declarantes presentados por la parte demandante tienen un conocimiento mucho más diáfano y directo de los pormenores en que surgió la unión y su desarrollo hasta su terminación. 

Tales testigos ubican temporalmente el nacimiento de la unión marital entre Gloria Inés y Jorge Eliécer, en el segundo semestre del año 1998. Esta manifestación es común en las declaraciones de Myriam del Socorro Restrepo
, Luz María Vega Restrepo
 y Gloria Carolina Pulido
 quienes aseguran que conocieron a la pareja conviviendo desde esa fecha y basan la ciencia de su conocimiento en la cercanía familiar que tienen con las partes, en su orden, hermana, sobrina e hija, quienes visitaban regularmente el hogar marital, tanto así que la última de ellas vivió con la pareja durante su constitución y primera etapa de relación.
En efecto: la primera indica que “… yo vivía en Santa Mónica en un primer piso y el segundo piso estaba desocupado y hable con el encargado de esa casa y por intermedio mío le alquiló el segundo piso a mi hermana y a JORGE USUGA, eso fue en la época de 1998 yo recuerdo porque por esa época mi hija quedó en embarazo y una de las hijas de mi hermana GLORIA también quedó en embarazo; JORGE Y GLORIA vivieron un tiempo, varios años, de ahí se fueron a vivir a un apartamento que compraron en Cuidad Pereira, …” Sobre el sostenimiento de la demandante expone que “Ellos dos, JORGE y GLORIA se sostuvieron económicamente con su trabajo de COLPAPEL, luego cuando hubo una crisis económica muy dura colocaron una papelería por la avenida 30 de agosto, vendía cacharro, y de todo, estaban los dos, …”; y más adelante, interrogada sobre la iniciación de la relación, agrega que fue “En 1998, pero no sé el mes ni el día, no recuerdo, tantos años uno que va a recordar.” 
La segunda expresa que “… mi tía GLORIA INÉS junto con su compañero el señor JORGE USUGA estaban buscando un apartamento más amplio para irse a vivir ya que ellos vivían en Galán en un apartamento pequeño, mi mamá como era conocida del dueño de la casa donde nosotros vivíamos en Santa Mónica se ofreció a presentarles al arrendador de la casa quien les arrendó el apartamento del segundo piso, al señor JORGE y a GLORIA mí tía, porque ellos eran pareja desde esa época, …” Acota que su hija nació el 26 de septiembre de 1998 y que “;… desde esa fecha se yo que mi tía GLORIA y JORGE USUGA tenían una unión marital de hecho, …”; “,… cuando ellos salieron de Colpapel, donde trabajaban GLORIA y  JORGE, con la liquidación o con unos dineros que les pagaron, no se la cuantía, montaron una papelería, por la Elvira cerquita a Niza, aquí en Pereira, donde trabajaban los dos …”; “… JORGE y GLORIA desde que compraron el apartamento de ciudad Pereira, vivieron allí hasta que se separaron, pero ellos viven desde el año 1998 desde la primera vez que yo manifesté al inicio de esta declaración, que eran vecinos míos que yo vivía en el primer piso; …”
La última, hija de la demandante, que vivió con la pareja durante algún tiempo al inicio de la relación, expone de manera clara que “La casa de Santa Mónica la conseguimos porque la tía Miryam nos la ayudó a conseguir en el segundo piso de donde ella vivía, el 2 de enero del 99 yo cumplí 15 años el cual Jorge también nos acompañó como esposo de mi mamá y como familia que ya éramos… Jorge tenía la mamá y al hijo Alejandro que vivían en el Barrio Guadalupe y Jorge iba todas las noches a ver a la mamá, volvía a llegar otra vez a la casa de nosotros con el pan y el nunca timbró siempre llevaba sus llaves porque vivía con nosotros, entraba y salía a la hora que quiso… me acompañó en las fiestas familiares y algunos eventos como el día de mi grado del colegio que fue el 10 de diciembre del 2001 …, por esa misma época mi mamá y Jorge pusieron una papelería que se llamó Papelería y Variedades Mickey …, yo en las tardes les ayudaba e inclusive Jorge me dejó poner un puesto de obleas para ayudarme con mis gastos porque iba a entrar a la universidad, entré a la universidad en el 2002 a mitad de año, y por problemas que empezamos a tener entre Jorge mi mamá y yo era una chica rebelde me fui de la casa en agosto de 2002 …”

Y las declarantes Nelly López de Uribe
 y Liliana Santamaría Quiñonez
, también testigos de la parte actora, aunque nada directo conocen sobre los pormenores de la relación ni mucho menos sobre los extremos de la misma, sí corroboran lo afirmado por las anteriores en el sentido de que a la pareja se le alquiló un local comercial durante un año y, la segunda, les vendió un apartamento. Así, expresamente dicen, en su orden, que i) “yo a ellos les alquilé un local para montar una papelería …” que no tiene ningún otro vínculo con las partes “, … solamente el de negocios que fue por el alquiler del local, que fue en el año 2000 y duraron como un año allá.”. y ii) que “… cuando Gloría Inés fue a comprar el apartamento con su pareja Jorge Úsuga yo estuve presente en la negociación porque yo fui quien les vendió el apartamento en cuidad Pereira en un quinto piso, …”.
Estos testigos, en especial los tres primeros, sin lugar a dudas, tienen un conocimiento completo e imparcial de los pormenores en que se desarrolló la relación de la pareja, son familiares cercanos que dan fe de la fecha en que en realidad inició la relación marital, su desarrollo y terminación, y lo que es más, convivieron cerca de la pareja en sus inicios, así que el peso que tienen es suficiente para dar fe de que en realidad la relación subsistió desde el año 1998, tal como se afirmó en la demanda y lo expuso la actora en su interrogatorio.
A pesar del vínculo familiar, es bueno recordar que:

“…hay procesos, concretamente los que aluden a asuntos de familia, en los cuales el manejo y calificación de la prueba y en especial del testimonio, requiere un análisis especial dado que la sospecha en el testimonio no puede ser analizada con el mismo criterio que en otros litigios, por la potísima razón de que los conflictos que se presentan en familia generalmente ocurren con gran privacidad y cuando trascienden o se exteriorizan, sólo se hace frente a la misma familia o a amigos muy allegados a la pareja.”
 

Lo anterior, sumado a las demás pruebas que obran en el plenario, corrobora dicho extremo de la relación, pues el carné de afiliación al sistema de seguridad social en salud, expresamente al Instituto de Seguro Social, que obra a folio 89 del cuaderno principal, arrimado con la reforma de la demanda, devela que la señora Gloria Inés se encontraba afiliada a esa entidad en calidad de beneficiaria del demandado Jorge Eliécer Úsuga Berrío desde el 20 de marzo del año 2002, lo que denota una actitud concubinaria desde mucho antes y que no se había realizado por el simple hecho de que la demandante se encontraba laborando y fue cuando quedó cesante que se perfeccionó la afiliación. En ese sentido, Myriam del Socorro Restrepo Ossa señaló que “Ellos dos, JORGE y GLORIA se sostuvieron económicamente con su trabajo de COLPAPEL, luego cuando hubo una crisis económica muy dura colocaron una papelería por la Avenida 30 de agosto, vendía cacharro y de todo, estaban los dos …” (fl. 3, c. 3). Luz María Vega Restrepo, sobre el retiro del trabajo de COLPAPEL de la demandante expuso que “exactamente no se la fecha, pero eso fue entre el 2001 y 2002, no se el año pero fue en esa época.” (fl. 8, c. 3), y Gloria Carolina Pulido Restrepo recordó, “…por sucesos que me han pasado a mí si mi memoria no me falla fue en el 2000 ó 2001, en uno de esos años, creo.” (fl. 15, c. 3)

En estos casos no se puede perder de vista que este tipo de expresiones socialmente aceptadas, hacen que las manifestaciones de voluntad inicialmente subjetivas pasen o se eleven a un plano objetivo, público y visible, pues es fácil razonar y teorizar en el sentido de que quien afilia como beneficiario de su seguridad social a otra persona, tiene la inequívoca voluntad de formar con él un núcleo familiar, es decir, debe entender esta Sala que por lo menos al momento de afiliar a la señora Gloria Inés Restrepo Ossa como beneficiaria del Sistema de Seguridad Social en Salud, existía de antes la unión marital de hecho de que trata el presente asunto, pues es un requisito que tiene la ley previsto para el trámite de dicha afiliación, lo que le da sustento a las declaraciones arriba analizadas, que dan como origen de la unión el año 1998.
Estas pruebas son suficientes para dar certeza de que en realidad desde agosto de 1998 surgió la relación; las otras arrimadas con la demanda concretamente las que aluden a las liquidaciones de las anteriores sociedades conyugales y la adquisición de un inmueble, ninguna relación guardan con la fecha que se averigua. 
Contraria es la situación con el material probatorio de la parte demandada, pues los testigos simplemente intentan ubicar con sus dichos el origen de la unión marital de hecho en el año 2002, aproximadamente para la época comprendida entre finales de ese año y principios del siguiente, afirmaciones que se ven frágiles e incoherentes, dado que en nada concuerdan con lo expuesto en la contestación de la demanda y en la declaración de parte dada por el señor Úsuga Berrío que, como ante se dijo, siembra inicialmente el origen de la relación para el mes de agosto de 2002 y luego para el mes de marzo de ese año. 
Luz Marina Vega, señala que “La convivencia se inició a finales de 2002 principios de 2003 y se terminó a principios del 2013, en enero.” y dice recordar las fechas “… porque yo la distinguí a ella en la primera comunión de mi hija que fue en el 2002, y la fecha de la terminación la recuerdo porque coincide con la de mi fracaso matrimonial …”; el contacto con el demandado es “,… cada 15 o 20 días porque somos los únicos hermanos que estamos acá en Pereira.”. Agrega que su hermano afilió en salud a la demandante como compañera permanente “Porque es demasiado noble”
Por su parte, Fernando Álvarez Jiménez, sostiene en su relato que “Yo conozco a Jorge Eliécer hace más de 25 años, estuve casado con una hermana de él, me vine a dar cuenta de la señora Gloria más o menos en el año 2002 cuando Jorge trabajaba en Colpapel según comentarios de él la señora Gloria también trabajaba allá, y que eran como amigos de trabajo … A finales de 2002 y principios de 2003 me di cuenta por una llamada que hice al apartamento que él ya estaba conviviendo con la señora Gloria la cual para ese entonces ya no estaba laborando.”; y a la pregunta de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en la que conoció a la demandante informa que “En una visita realizada a mi casa, donde Jorge nos la volvió a presentar e iban prácticamente cada ocho días a mi casa, la fecha es muy difícil.”   

Las declaraciones de Marco Nel Villada Buitrago
, Gerardo Herrera Agudelo
 y Jhon Jaramillo Castillo
, amigos del demandado, no arrojan ninguna claridad sobre el asunto, pues ni siquiera visitaron la casa de la pareja, ni mucho menos conocen los pormenores de la convivencia, su conocimiento es de oídas y por lo mismo su valor probatorio es nulo.

Ni mucho menos los documentos que obran a folios 52 a 61 del cuaderno principal, ayudan a comprobar lo expuesto por el demandado, pues tienen que ver más con la liquidación de la sociedad que con la misma existencia de la unión y sus extremos que es lo que aquí se debate, sin que el registro civil de nacimiento, cédula de ciudadanía, un escrito informativo de afiliación en salud y el certificado de cámara de comercio aporten nada para el esclarecimiento de los hechos.
Por tanto, demostrado como está, que la unión marital de hecho surgió desde agosto de 1998 y se mantuvo hasta el 25 de enero de 2013 y, por lo mismo, durante ese lapso subsistió la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes en los términos del artículo 2º de la Ley 54 de 1990, modificado por la Ley 979 de 2005, ya que dicha unión se extendió por más de dos años, se procederá a confirmar la sentencia de primer grado, por las razones aquí expuestas. 

Las costas en esta instancia serán a cargo de la parte demandada y en favor de la demandante, las que, por tratarse de un trámite independiente del recurso, se liquidarán de acuerdo con las reglas del nuevo estatuto procesal.
No se hace pronunciamiento alguno sobre el desembargo de dineros que pide la recurrente en su escrito de sustentación, dado que no fue objeto de decisión en la sentencia que apela, por lo que en el momento procesal oportuno deberá impetrar escrito con el fin de que el juez de primer grado resuelva lo pertinente.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada el 20 de marzo de 2014, corregida mediante auto del 21 de los mismos mes y año, proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, Risaralda, en este proceso ordinario de existencia, disolución y liquidación de unión marital de hecho iniciado por Gloria Inés Restrepo Ossa contra Jorge Eliécer Úsuga Berrío.
Costas a cargo de la parte demandada y en favor de la demandante. 

Notifíquese

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


    DUBERNEY GRISALES HERRERA

 Con salvamento parcial de voto
Pereira, agosto 10 de 2016

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Magistrado Ponente
: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Expediente No.
        
: 66001-31-10-004-2013-00071-01

Proceso          
: Ordinario

Demandante  
      
: Gloria Inés Restrepo Ossa

Demandado            
: Jorge Eliécer Usuga Berrío

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en esta misma fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con la no fijación de agencias en derecho, con motivo de la condena en costas que se impuso a la parte demandada.

A mi juicio, han debido tasarse porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la sentencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice:

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandada lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, como no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado, han debido establecerse las agencias en derecho en aquella providencia; además liquidarse y aprobarse las costas en esta sede, de acuerdo con los argumentos planteadas y tal como lo ha venido haciendo la Corte Suprema de Justicia, en providencias dictadas este año, en las que impuso condena en costas y ordenó además que fueran liquidadas por la Secretaria
.

Claudia María Arcila Ríos

Magistrada
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